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CONFIRMA Y NIEGA  
 

 
 

JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., treinta y uno de octubre de dos mil veintitrés 

 
 Acción de Tutela de Segunda Instancia  

 Rad: 110014003070-2023-01597-01 

 

MOTIVO DE LA INSTANCIA 
 

Decide el Juzgado la impugnación asignada por reparto a este Despacho el 

6 de octubre de 2023, promovida por la accionante en contra del fallo de 
primera instancia proferido en septiembre 20 de 2023, por el Juzgado 

Setenta Civil Municipal de Bogotá, transformado transitoriamente en el 

Juzgado Cincuenta y dos de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 
Bogotá D.C. (Acuerdo PCSJA18-11127 de 2018), dentro de la acción de 

tutela propuesta por CLAUDIA MARIA LONDOÑO MEJÍA, quien actúa en 

nombre propio y como agente oficiosa de su esposo ALCIDES CALONJE 
IDROBO (diagnosticado con demencia) en contra de la SECRETARIA 

DISTRITAL DE HACIENDA DE BOGOTA D.C., , por la presunta vulneración 

de sus derechos fundamentales al debido proceso y mínimo vital. 

 
ANTECEDENTES 

 

1.- Expone la accionante como fundamentos de hecho los siguientes: 
 

1.1.- Manifiesta que del certificado de tradición No 50C-912547 

correspondiente al local, se evidenció un embargo por jurisdicción coactiva 
de la Secretaría de Hacienda de Bogotá, pero no hay más información a qué 

corresponde el embargo ni a qué concepto obedece, en virtud, que no debe 

por concepto de impuestos predial y a la fecha no han sido notificados. 
 

1.2.- Precisa que, fue informada por la arrendataria del local señora Nohora 

que ya no está haciendo los pagos a la cuenta de su esposo de Davivienda 

toda vez que en meses pasados hicieron una diligencia de secuestro en el 
local y que por tal razón los cánones los consigna en el Banco Agrario. 

 

1.3.- Por lo expuesto, solicitó se tutelen sus derechos fundamentales y se 
ordene a la entidad accionada proceda a dejar sin valor y efecto alguno 

cualquier acto administrativo en contra de su esposo o de ella, toda vez que 

nunca fueron notificados del proceso coactivo que allí se adelanta. 
 

2.- ACTUACIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

  
2.1.- Avocado el conocimiento por el Juzgado Setenta Civil Municipal de 

Bogotá, transformado transitoriamente en el Juzgado Cincuenta y dos de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá D.C. (Acuerdo 
PCSJA18-11127 de 2018), por auto calendado septiembre 8 de 2023, 

ordenó oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara al respecto. 
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2.2.- Dentro del término concedido, la accionada SECRETARIA DISTRITAL 

DE HACIENDA DE BOGOTA D.C. precisó que, mediante la Resolución No. 

DCO-067774 del 10/12/2021, se libró mandamiento de pago a favor de la 
SECRETARÍA DISTRITAL DE HACIENDA, dentro del Proceso 

Administrativo de Cobro Coactivo No 201701100179004954 contra 

ALCIDES CALONJE IDROBO, por concepto de obligaciones tributarias 
derivadas del impuesto Predial Unificado, el cual fue notificado en la 

dirección Calle 70D Bis A 105G 29, en cumplimiento a lo dispuesto en los 

artículos 7, 8 y 140 del Decreto Distrital No. 807 de 1993, el artículo 826 
del Estatuto Tributario Nacional y los artículos 12 y 13 del Acuerdo 469 de 

2011, que trajo como consecuencia ordenar seguir adelante la ejecución 

Resolución DCO-108155 del 02 de noviembre del 2022, que le fue 
notificada por aviso mediante publicación en el Registro Distrital el día 21 

de febrero de 2023. Señaló que con ocasión del proceso de cobro se decretó 

y registró el embargo sobre el bien inmueble identificado con matrícula 

inmobiliaria No. 50C- 912547, de propiedad de ALCIDES CALONJE 
IDROBO, y dando cumplimiento a lo estipulado en el artículo 839-4 del 

Estatuto Tributario Nacional, se procedió a adelantar diligencia de 

secuestre el día 15/11/2022. 
 

Por último, resaltó que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para 

controvertir las decisiones tomadas en la resolución DCO-067774 del 
10/12/2021 y la resolución DCO-108155 del 02 de noviembre del 2022. 

 

DECISIÓN DEL JUEZ DE CONOCIMIENTO 
 

3.- El Juez de tutela de primer grado, luego de hacer un recuento sobre lo 

sucedido en el trámite de la instancia, NEGÓ el amparo deprecado por 

improcedente, toda vez que no se acreditó un perjuicio irremediable y la 
existencia de mecanismo ordinarios idóneos para la protección 

de los derechos aquí invocados por el accionante, en este caso Jurisdicción 

Contencioso Administrativa. 
 

IMPUGNACIÓN 

 
4.- En su oportunidad legal, el accionante impugno el fallo de primera 

instancia por encontrarse inconforme con lo decidido, indicando que el A-

quo continuó vulnerando sus derechos.  
 

CONSIDERACIONES 

 

Como se sabe, la acción de tutela se encuentra orientada a garantizar la 
efectividad de los derechos constitucionales fundamentales de las 

personas, cuando ellos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de una autoridad pública (art. 86 C. Pol.). 
 

Así mismo, debe tenerse en cuenta que, en materia de tutela está 

suficientemente decantado que con este especial mecanismo se procura, 
ante todo, hacer efectivos los derechos fundamentales de las personas, 

mediante un procedimiento breve y expedito que sirva para alcanzar tal 

objetivo. La Constitución Nacional, al introducir la herramienta que 

cristalizase la justa aspiración de los asociados de ver amparados sus 
derechos fundamentales, sentó los derroteros para que fuese posible 
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erradicar de nuestro medio los atentados, por acción o por omisión, a tan 

preciados derechos. 

 
Por modo que, su procedencia sólo resulta de la clara, inequívoca, injusta 

e ilegal vulneración de derechos de rango fundamental, puesto que si la 

situación planteada en torno de su invocación emerge de la aplicación de 
una norma de orden legal o con amparo en las facultades y funciones que 

la misma ley determina, el camino para la protección de derechos 

desarrollados legalmente que de manera directa o indirecta se viesen 
afectados por tal actuación es del resorte de las vías judiciales que la misma 

ley consagra. 

 
Es así entonces, que los sistemas políticos democráticos se caracterizan 

precisamente por consagrar en sus textos constitucionales los derechos 

humanos, consagrando las garantías necesarias para el ejercicio y 

protección contra eventuales violaciones de los mismos. Característica 
fundamental de su ejercicio para su prosperidad son: a) Que los 

mencionados derechos resulten o bien vulnerados o bien amenazados por 

acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares que 
señala el referido decreto. b) Que no exista otro medio de defensa 

judicial, salvo que la tutela se emplee como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. c) Que no se trate de derechos 
colectivos o de actos de carácter general, impersonal y abstracto. d) Que el 

daño no se haya consumado o se esté consumando actualmente (Resalta el 

Despacho). 
 

Sobre este aspecto, no pierde de vista este despacho que en reiteradas 

ocasiones que la H. Corte Constitucional ha manifestado la improcedencia 

de la acción de tutela para zanjar pretensiones de orden administrativo al 
considerar que la vía judicial adecuada para ello, lo es la jurisdicción 

contencioso administrativa, con todo, también hizo énfasis en que el 

amparo sale avante como mecanismo transitorio cuando de lo que se trata 
es de amparar el derecho al mínimo vital del afectado cuando se comprueba 

la existencia de un perjuicio irremediable, emergiendo así la convicción de 

que sólo por este medio es posible amparar los derechos fundamentales 
vulnerados por encontrarse amenazados, el cual surge un ámbito 

autónomo de procedencia del mecanismo por encontrarse el afectado en 

estado de indefensión (al respecto ver la sentencia de tutela T-120 de 2011).e 

la persona en estado de indefensión. 
 

Sin embargo, cuando las circunstancias particulares del caso que se 

analiza lleven al convencimiento de que sólo por este medio es posible 
amparar los derechos fundamentales vulnerados, y que, otro medio de 

defensa resultaría ineficaz, el juez constitucional puede acceder a la 

salvaguarda solicitada de manera definitiva. 
 

De los derechos fundamentales invocados en esta súplica 

constitucional. 
 

En estudio del derecho fundamental al debido proceso invocado por la 

accionante, este surge de manera desperdigada en numerosas normas de 

la Constitución política, teniendo a pesar de ello, su máxima expresión en 
el artículo 29 de la Constitución Política que establece que «el debido 
proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas», 
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y como tal, este derecho le asiste a todas las personas, incluso a las 

personas jurídicas, siendo por demás, un derecho de aplicación inmediata 

tal y como lo señala el mismo artículo 85 Superior. 
 

Por lo que sigue, los principios que estructuran dicha prerrogativa y, a su 

vez, la presunción de inocencia prescritos por el artículo 29 Superior son el 
de legalidad el cual se nutre, entre otros, de tres principios fundamentales, 

en primera medida «[t]oda persona se presume inocente mientras no se le 
haya declarado judicialmente culpable», significando ello, «…que cualquier 
persona es inicial y esencialmente inocente, partiendo del supuesto de que 
sólo se puede declarar responsable al acusado al término de un proceso en 
el que deba estar rodeado de las plenas garantías procesales y se le haya 
demostrado su culpabilidad. Así pues, la presunción de inocencia, se 
constituye en regla básica sobre la carga de la prueba, tal y como aparece 
consagrado en numerosos textos de derechos humanos”». 

 
Bajo ese punto de vista, la H. Corte Constitucional la definió como sigue: 

 

«La Corte Constitucional ha definido la presunción de inocencia en 
múltiples ocasiones, reconociendo explícitamente su carácter de 
derecho fundamental. De este modo en la Sentencia C-205 de 
2003 específicamente dijo que “El derecho fundamental a la 
presunción de inocencia, recogido en el artículo 29 constitucional, 
significa que cualquier persona es inicial y esencialmente inocente, 
partiendo del supuesto de que sólo se puede declarar responsable 
al acusado al término de un proceso en el que deba estar rodeado 
de las plenas garantías procesales y se le haya demostrado su 
culpabilidad. Así pues, la presunción de inocencia, se constituye 
en regla básica sobre la carga de la prueba, tal y como aparece 
consagrado en numerosos textos de derechos humanos”. Esta 
Corporación ha reiterado en sus definiciones tres elementos 
centrales alrededor de la presunción de inocencia: (i) que se trata 
de un derecho fundamental, (ii) que es una garantía cuyo alcance 
se extiende hasta el perfeccionamiento de la ejecutoria de la 
sentencia que declara la responsabilidad, y (iii) que es una 
garantía que debe ser aplicada tanto de las sanciones penales, 
como de las administrativas». 
 

Otro de los principios que regula el citado canon 29 es «[e]l derecho al juez 
natural, es decir, al juez legalmente competente para adelantar el trámite y 
adoptar la decisión de fondo respectiva, con carácter definitivo; dicho juez 
debe ser funcionalmente independiente e imparcial y por ello sólo está 
sometido al imperio de la ley (Arts. 228 y 230 C. Pol.)». De esta manera, el 
derecho al debido proceso, que se plantea como el límite material por 

naturaleza, que impide el posible abuso de las autoridades del Estado, de 

ahí que «comporta un conjunto de reglas mínimas de carácter sustantivo y 
procedimental que deben ser seguidas fielmente por las autoridades en el 
ámbito judicial o administrativo, garantizando así, los derechos e intereses 
de las personas vinculadas a los diferentes procesos», de igual forma «[n]adie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa». 

 

Este precepto supone que el legislador debe tener en cuenta lo siguiente: 
«(i) definir de manera clara, concreta e inequívoca las conductas reprobadas, 
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(ii) el señalar anticipadamente las respectivas sanciones, así como (iii) la 
definición de las autoridades competentes y (iv) el establecimiento de las 
reglas sustantivas y procesales aplicables, todo ello en aras de garantizar 
un debido proceso (Sentencia C-592 de 2005)». 

 

Caso concreto. 
 

Como se expuso, la accionante acusa de vulneración de sus derechos 

fundamentales; y con ello, pretende que por este medio sumario se ordené 
a la entidad querellada, proceda a dejar sin valor y efecto alguno la 

resolución DCO-067774 del 10 de diciembre de 2021 y la resolución DCO-

108155 del 02 de noviembre del 2022. 
 

El anterior pedimento fue resuelto desfavorablemente por el A-quo, con 

fundamento principalmente en la existencia de otros medios ordinarios 

para la solución efectiva de sus inconvenientes y la inexistencia de 
vulneración de derecho fundamental alguno, puesto que la actora no ha 

agotado el trámite ante la vía gubernativa, decisión que delanteramente se 

advierte habrá de ser confirmada, pues no se da cumplimiento al requisito 
de subsidiariedad de la acción de amparo. En ese sentido y por razón de la 

naturaleza eminentemente subsidiaria y residual de la acción, amén de las 

pruebas allegadas al expediente, se advierte que el petitum tutelar carece 
de cimiento, comoquiera que no se observa que se le allá vulnerado su 

derecho al debido proceso dentro de la actuación administrativa. 

 
Ahora bien, respecto al derecho fundamental al debido proceso 

presuntamente vulnerado a la activante por la entidad querellada, se 

observa que el procedimiento adelantado por esta reviste de legalidad, y por 
lo tanto los actos administrativos la resolución DCO-067774 del 

10/12/2021 y la resolución DCO-108155 del 02 de noviembre del 2022, 

fueron debidamente notificados al agenciado, a la dirección calle 70 D BIS 

A 105 G-29 de la ciudad de Bogotá y recibió por el señor JONATHAN 
CORDEROS el 8 de junio de 2022 como se corrobora de la firma impuesta, 

conforme a las normas prexistentes, además no evidencia este Despacho 

ninguna irregularidad en el proceso administrativo, toda vez que las 
actuaciones se notificaron al señor ALCIDES CALONJE IDROBO por estado 

y por aviso como la ley lo exige, igualmente, evidencia que las demás 

actuaciones fueron notificadas en debida forma, de igual manera la 
diligencia de secuestro fue asistida por la arrendataria NOHORA 

ELIZABETH CASTILLO FIERRO desde el 15 de noviembre de 2022, se razón 

por la cual esta falladora no encuentra transgresión alguna a los derechos 
fundamentales invocados por la accionante y su agenciado.  

 

Por otro lado, la accionante no demostró haber agotado en debida forma los 

recursos de ley con los que contaba, en contra de los actos administrativos 
objeto de litigio y ahora inadecuadamente invoca la utilización de este 

instrumento de protección ius fundamental, con el fin de revivir un término 

administrativo que ya feneció, omitiendo que esta especial vía no puede ser 
utilizada como otra instancia o mecanismo paralelo a las acciones 

ordinarias.  

 
Así las cosas, la acción de tutela no estaba llamada a prosperar, teniendo 

en cuenta que en este contexto no es admisible las pretensiones orientadas 

a promover la iniciación de procesos o trámites alternativos o sustitutivos 
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de la jurisdicción ordinaria o especial, ni para modificar las reglas que fijan 

los diversos ámbitos de competencia de los jueces ni de otras autoridades, 

tampoco es el último recurso de defensa judicial o una instancia adicional 
para proteger los derechos presuntamente vulnerados, luego, ese remedio 

excepcional sólo tiene cabida ante situaciones de gravedad determinante y 

manifiesta que involucren las garantías fundamentales, siempre que, no 
existan vías judiciales diferentes para obtener su protección, o que 

existiendo, no sea posible acudir a ellas al presentar un inminente perjuicio 

que amerite tomar medidas provisionales, dada la gravedad del asunto.  
 

Sobre el particular, la Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones ha 

señalado que  
 

“(…)así, a la luz del principio de subsidiariedad, la acción de tutela 
no puede ser ejercida como un medio de defensa judicial 
alternativo o supletorio de los mecanismos ordinarios previstos por 
el legislador para el amparo de los derechos (…) por el contrario, 
dado el diseño constitucional de la acción de tutela, ésta es la 

única acción judicial que debe ser ejercida para garantizar la 
protección de los derechos fundamentales. De ahí que de forma 
reiterada, la Corte ha estimado que la acción de tutela no puede 
ser tramitada para decidir conflictos de rango legal, pues con este 
propósito el legislador dispuso los medios y recursos judiciales 
adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”1 
 

De otro lado cabe precisar que tampoco procede el amparo para evitar un 

perjuicio irremediable, por cuanto si de esto se tratase, sobre este aspecto 

la  Corte Constitucional, ha señalado que:  

 
“(...) es pertinente señalar que no es dable invocar un perjuicio 
irremediable por quien teniendo a su disposición mecanismos 
ordinarios de protección no los utiliza o que pudiendo evitarlo los 
deja caducar, como claramente lo señaló esta Corporación en la 
Sentencia SU-111 de 1997. En esa ocasión dijo la Corte:  
 
“Si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, 
además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no 
podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el 
reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, 
tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo 
transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio 
judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera 
definitiva el agravio o lesión constitucional.(...)” 2 (Sent. T-983 de 

septiembre 13 de 2001). 

 
Corolario de los anteriores razonamientos, la confirmación de la negativa 

de la petición de amparo, se torna inminente, en atención al 

incumplimiento del principio de subsidiariedad y la no ocurrencia de un 
perjuicio irremediable que hubiere sido probado por parte de la extrema 

actora.  

 

 

                                                
1 Corte Constitucional, Sentencia T-032 de 2011 M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
2 Corte Constitucional, Sentencia SU-111 de 1997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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